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Micó es secretario general del prin-
cipal partido opositor, Convergen-
cia para la Democracia Social (CP-
DS). La fiscalía también pide 51
penas de 26 años y 8 meses para
los encubridores, y ha retirado los
cargos contra otros 40, entre ellos
Jesús Ndong Mbá, secretario de la
Conferencia Episcopal Guineana.

Los fiscales, que han necesita-
do dos días extra para redactar es-
tas conclusiones definitivas, dan
por probados los hechos descritos
en el sumario. Para ellos, la conspi-
ración contra el régimen arranca
en Douala (Camerún), en una fe-
cha indeterminada de 1997. En
aquella cita, Severo Moto (para el
que también se solicita la pena ca-
pital) y Felipe Ondó trataron del
derrocamiento del Gobierno. Y la
vincula con otra en Oyem (Ga-
bón) ese mismo año, del que el
Gobierno de Malabo tuvo noticia
inmediata por parte de las autori-
dades locales, pero que ahora se
presenta como novedad. En
Oyem, según los asistentes, se tra-
tó de la posibilidad de dar un gol-
pe, pero quedó descartado. La fis-
calía, no obstante, la une con las
dos reuniones de 2002 en Bata,
que tenían por objetivo impulsar
la legalización del Fuerza Demo-
crática Republicana (FDR). La
acusación lo presenta como una
conspiración continua de tentativa
de rebelión.

Malos tratos
Para sostener ese argumento, el mi-
nisterio público se aferra a las de-
claraciones de los detenidos ante
la policía, obviando que fueron
arrancadas mediante tortura. En
ese asunto se limita a solicitar una
investigación sobre los malos tra-
tos. Para la fiscalía, en su informe,
todo es hecho probado: el croquis
para asaltar un cuartel, las armas
(una pistola, en realidad, y que
nunca se mostró a la sala), las dos
pegatinas del FDR, las cartas de
un amigo prometiendo ayuda
para un negocio (transformado
aquí en proyecto)…, sin atender al
detalle de que ni dibujos ni armas
fueron presentados ante el tribu-
nal.

Los defensores solicitaron, uno
tras otro, la libertad de sus clientes.
Fernando Micó se declaró “aver-
gonzado por la torpeza de los tres
fiscales”, quienes, al sustentar sus
peticiones en los artículos 142 y
143 del vigente Código Penal, incu-
rrieron en un error, pues se trata de
delitos (tentativa de golpe) castiga-
dos con penas de reclusión mayor
y no de muerte. Este abogado, co-
mo otros, insistieron en la invali-
dez de las pruebas obtenidas ilegal-
mente y de declaraciones arranca-
das a golpes, que deben de provo-
car la nulidad del proceso y la libre
absolución de todos los detenidos.

La mayoría de los defensores
pormenorizaron las irregularida-
des procesales cometidas: detencio-
nes sin mandamiento judicial, fal-
ta de asistencia letrada, instruc-
ción por un juez militar lego en
derecho penal, toma de declaracio-
nes en la prisión y no en estableci-
miento judicial, violación del prin-
cipio de presunción de inocencia,
ausencia de pruebas y testigos…

Fernando Micó se declaró “es-
candalizado” por la pasividad de
los fiscales ante las vejaciones físi-
cas y por su impericia al trasladar
el sumario sin depurarlo antes. Plá-
cido Micó, para el que ahora pi-
den 30 años en vez de 20, dijo que
esa actuación del ministerio de la
ley podría ser constitutiva de deli-
to, ya que Guinea tiene recogida
en su Constitución la prohibición
de los malos tratos. Micó calificó
su caso de “político”; otros, habla-
ron de “caza de brujas”.

Fueron también varios los letra-
dos que, de forma velada, advirtie-
ron a los jueces, fiscales y ministros
presentes en la sala, de que estas
cosas en Guinea son muy cambian-
tes: “Hoy para mí, mañana para

ti”, dijo el abogado Ponciano. Más
claro fue Placido Micó: “Señores
fiscales, ustedes no pueden vulne-
rar la ley y renunciar a aplicarla de
este modo, porque un día pueden
sentarse en el banquillo de los acu-
sados, y ese día no habrá ley que
les defienda”. Los cinco miembros
del tribunal, que escuchaban las
intervenciones en silencio, apesa-
dumbrados por la responsabilidad
y las presiones del régimen, anun-
ciaron que la sentencia será públi-
ca el domingo a las diez de la ma-
ñana. Como dijo Fernando Micó,
no se trata sólo de vidas, sino de
sentar las bases del Estado de dere-
cho con una sentencia valiente o
plegarse a los que torturan o man-
dan torturar.

La fiscalía de Guinea pide 18 penas
de muerte en el juicio a los opositores
El domingo habrá sentencia de un proceso plagado de irregularidades

R. L., Malabo
La dureza de las peti-
ciones del fiscal en
un juicio en el que la
única prueba irrefu-
table han sido las
torturas infligidas a
los presos, llega en
un mal momento
para Guinea Ecuato-
rial.

En abril, la Comi-
sión de Derechos
Humanos de Nacio-
nes Unidas decidió
retirar a su relator
especial en el país
africano, el colom-
biano Gustavo Ga-
llón Giraldo, por su-

puesta mejora de la
situación.

Este mismo año,
el Parlamento gui-
neano, dominado
en exclusiva por el
régimen, ratificó la
Convención Interna-
cional contra la Tor-
tura y los Tratos In-
humanos y Degra-
dantes. Con ese ges-
to, el país se ha colo-
cado bajo a la juris-
dicción internacio-
nal en materia de res-
peto de los derechos
fundamentales del
ser humano.

Mientras se da-

ban esos pasos para
maquillar la imagen
del régimen, la poli-
cía detenía a dece-
nas de personas de
la tribu ncodjuén en
la región de Mongo-
mo, les negaba asis-
tencia letrada y las
sometía a palizas.

El resultado de
esos métodos fue evi-
dente durante la vis-
ta oral: manos ro-
tas, tobillos lacera-
dos… “personas des-
truidas”, según pala-
bras pronunciadas
ayer por alguno de
los abogados.

EFE, Caracas
El Gobierno venezolano invitó
ayer al ex presidente de Esta-
dos Unidos Jimmy Carter a visi-
tar el país y servir de “facilita-
dor” en el proceso de diálogo y
reconciliación nacional pro-
puesto por el presidente Hugo
Chávez. El vicepresidente vene-
zolano, José Vicente Rangel, en-
vió una misiva a Carter en la
que formula “una cordial invita-
ción a nombre del Ciudadano
Presidente Constitucional de la
República Bolivariana de Vene-
zuela”. Pide al ex presidente de
EE UU que “en fecha próxima
visite nuestro país y nos asista
en calidad de facilitador en el
proceso de diálogo que el Ejecu-
tivo viene adelantando en la ac-
tualidad”.

El Gobierno de Chávez ha
instaurado una “mesa presiden-
cial para el diálogo nacional”,

para cumplir con el llamamien-
to a la reconciliación que hizo
la madrugada del pasado 14 de
abril, tras el golpe cívico-mili-
tar que lo había desalojado del
poder durante 48 horas. En la
mesa de diálogo participan va-
rios sectores pero no están re-
presentadas las centrales sindi-
cales ni la patronal, que auspi-
ciaron la marcha de la oposi-
ción que desembocó en la suble-
vación, lo que a juicio de mu-
chos observadores nacionales
ha sido la raíz de su supuesto
“fracaso” en el diálogo.

Por su parte, el presidente
de la Asamblea Nacional,
Willian Lara, insistió ayer en
que no se le ofreció la Presiden-
cia de la República durante el
Gobierno de transición. Lara
señaló que sólo fueron “amigos
confundidos” los que le llama-
ron.

Destruidos por la tortura

Chávez pide al ex presidente
Carter que medie en el diálogo
con la oposición venezolana

RAMÓN LOBO, ENVIADO ESPECIAL, Malabo
Diez días de proceso oral, en los que no se ha
presentado prueba material alguna, han servido
al ministerio fiscal para corregir al alza las conde-
nas solicitadas y el número de personas afectadas

en sus conclusiones provisionales. Éste pide ahora
18 penas de muerte —y no ocho, como al comien-
zo del macrojuicio— para los que considera auto-
res de la asonada; 27 de 30 años para los cómpli-
ces, entre los que ha incluido a Plácido Micó.

Plácido Micó, uno de los líderes acusados, con su hijo en Malabo. / R. L.


